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SALUD / INTEGRIDAD FÍSICA / DIGNIDAD / PERSONA CON DISCAPACIDAD / VALORACIÓN PSIQUIATRICA OBLIGATORIA Y AÚN CONTRA LA VOLUNTAD DE LA PERSONA / “De allí que sea claro que lo pretendido por el agente oficioso del actor, es que la Judicatura dé la orden para que él sea llevado, aun en contra de su voluntad, para ser valorado por un especialista en una institución mental a fin de obtener de esa manera el certificado médico reciente que requiere para la interposición de la demanda por interdicción.

Bajo esa perspectiva, no puede la Sala entrar a ordenarle a ninguna entidad estatal proceder a trasladar, por cualquier medio, a una persona que aunque tenga problemas mentales no está afectando a la comunidad, para que sea valorada por un médico y menos para que sea dejado internado en una institución mental; sin embargo se agregara un numeral a la decisión de primer nivel, instando a la Secretaría de Salud Municipal para que por intermedio de sus funcionarios y el personal idóneo para este tipo de casos, trate de persuadir o convencer al señor Morales para que voluntariamente acceda a ser trasladado a fin de ser valorado por el personal médico especialista en psiquiatría, sin que con ello se quiera indicar en momento alguno que deban llevarlo obligado, pues hacer tal cosa no solo excede la órbita de protección constitucional sino que también atenta con el libre desarrollo de la personalidad y el libre albedrio de los ciudadanos, quienes por más que padezcan de una enfermedad psiquiátrica, aún están en la capacidad de aceptar o no un tratamiento; y es ahí, cuando entra en juego el deber de solidaridad de la familia, quien es la primera llamada a brindarle apoyo y protección a su familiar enfermo, lo que incluye el tratar de suministrarle los medios necesarios y acompañarle para que sea valorado y tratado por los galenos.”
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por el agente oficioso del accionantes señor ÓSCAR JULIÁN MORALES SÁNCHEZ, contra la decisión adoptada el 1 de agosto de 2016 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes local, que negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por él en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF- REGIONAL RISARALDA Y EL HOSPITAL MENTAL UNIVERSITARIO DE RISARALDA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales. 
ANTECEDENTES

Cuenta el agente oficioso del señor Óscar Julián que él es un hombre de 50 años de edad que deambula por las calles y caminos de la Vereda San Marino jurisdicción del Corregimiento de Combia de la ciudad de Pereira, según su historia clínica padece de esquizofrenia hebefrénica, lo que lo ha llevado a habitar las calles y pernoctar en un guadual de ese sector en compañía de varios caninos con quienes dicen algunos vecinos tiene prácticas zoofílicas. 
Las situaciones arriba descritas, causan estupor y repugnancia entre los vecinos de ese sector por lo que en diversas oportunidades han tratado y han logrado agredirlo.

Su padre era quien le brindaba cuidados y le prodigaba todo lo necesario toda vez que su madre lo dejó abandonado desde muy pequeño, razón por la cual fue criado por él y su abuela paterna; sin embargo, su progenitor falleció hace 7 años por lo cual él quedó totalmente desamparado, puesto que a pesar de tener dos tíos paternos que tratan de colaborarle, los mismos no pueden hacerse cargo de él porque ya son personas de avanzada edad con múltiples patologías.
Teniendo en cuenta las anteriores situaciones, decidieron iniciar un proceso de interdicción judicial, para a partir de ello poder presentar reclamación ante Colpensiones para que él reciba la sustitución pensional en calidad de sobreviviente de su padre quien era pensionado. Para lograr eso, se debió primero proceder a lograr que la Registraduría Nacional del Estado Civil lo registrara y le expidiera tanto su registro civil de nacimiento como su cédula de ciudadanía, toda vez que él no contaba con esos documentos. Una vez se obtuvieron esos papeles, se intentó el proceso de interdicción correspondiéndole su conocimiento al Juzgado 1º de Familia de esta ciudad, pero la demanda fue rechazada porque no se anexó el certificado médico reciente y la historia clínica.
Por todo lo narrado, señala el libelista que se elevó derecho de petición ante el ICBF a fin de que le brindara protección, concretamente para lograr que él sea internado en un centro de atención especial, pero la respuesta fue negativa. 

En ese orden, considera el libelista que a su agenciado se le debe brindar una protección especial en una institución en donde le brinden los cuidados que requiere su condición mental, especialmente teniendo en cuenta que él ni siquiera reconoce a sus tíos como miembros de su familia, que su contacto con la sociedad ha sido escaso, le teme a los carros y no permite que las personas se le acerquen, por lo que los factores de riesgo a los que se ve expuesta su integridad física son muchísimos. 
Bajo esas condiciones, solicitan a la Judicatura que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a quien corresponda brindarle la atención integral que requiere para su problema mental, incluyendo su internación en unidad de salud mental en donde le brinden condiciones óptimas y continuas de tratamiento para sobrellevar su patología; aunado a ello, que una vez sea dado de alta se le garantice la atención ambulatoria a que haya lugar.   
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Después de haberse decretado una nulidad de la primera decisión adoptada por el A-quo el 3 de junio del año que transcurre, el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes local, procedió a rehacer la actuación de acuerdo a lo dicho por este Despacho; así las cosas, teniendo en cuenta todo lo allegado al proceso decidió  mediante sentencia del  1º de agosto de 2016, tutelar los derechos fundamentales a la salud, integridad física y vida del señor Óscar Julián Morales Sánchez y en consecuencia le ordenó a la Secretaría de Desarrollo Social y Político de Pereira validar en su base de datos y expedir certificación para que el actor sea atendido por cualquier ESE o IPS con la cual tenga contrato el municipio, ello hasta que el DNP valide su encuesta sisben y le sea asignada una EPSS. Además, le ordenó a la Secretaría de Salud Municipal de Pereira y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la decisión, procedieran a impartir las órdenes de apoyo necesarias para que el señor Morales Sánchez sea atendido y valorado por un médico adscrito a ellas y se le brinde la atención médica integral para la patología que le sea diagnosticada, brindándole las demás atenciones y servicios que se les ofrezcan a los habitantes de la calle y que se encuentre dentro de las políticas públicas para esa población. Finalmente, se negaron las pretensiones en cuanto a la ESE Hospital Mental Universitario de Risaralda y el ICBF, y se instó al agente oficioso del señor Morales para que facilitara y prestara acompañamiento a fin de que su prohijado fuera efectivamente remitido para su atención inicial y consiguiente tratamiento. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, el señor Martínez León en su calidad de agente oficioso del señor Morales Sánchez procedió a impugnarlo, allegando para tal fin un escrito por medio del cual señala que a su juicio, el numeral tercero del fallo debió ser claro y preciso al ordenar que dadas las condiciones de salud mental de Óscar Julián, las Secretarías de Salud, tanto municipal como departamental, debían ponerse de acuerdo para disponer toda la logística necesaria para que él sea trasladado e internado en institución especializada para que sea valorado. 
Por otra parte, dice, con respecto al numeral quinto del fallo, que la única colaboración que él puede suministrarles para lograr brindarle la atención en salud a su prohijado es darles el número telefónico de la tía del mismo a fin de que logren ubicarlo en la vereda, toda vez que él no cuenta con los medios logísticos y mucho menos con los conocimientos especializados para realizar su traslado a institución médica alguna, toda vez que hacer tal cosa es poner en riesgo su integridad física ya que Óscar se torna agresivo y violento fácilmente. 

De acuerdo a lo anterior, solicita que se dé la orden clara y precisa para que las entidades accionadas trasladen a Óscar Julián para ser valorado por un médico, ellos verán como lo hacen (sic). 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 
Teniendo en cuenta lo dicho por el impugnante en su escrito, encuentra la Sala que debe revisar hasta dando es o no viable ordenarle a las entidades de salud municipal y departamental, realizar el traslado, aun en contra de su voluntad, del señor Óscar Julián, a una institución de salud mental o similar, para que sea valorado y atendido de acuerdo a su padecimiento. 

Conforme con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
Busca el agente oficioso del señor Óscar Julián, que este sea llevado por parte de las autoridades de salud municipal a una institución de atención para enfermos mentales, a fin de que allí sea valorado para que se determine su condición psiquiátrica y de ser posible se le deje internado para ser tratado; ello con el fin de poder realizar proceso civil de interdicción. 
De acuerdo a lo anterior, y revisado lo acontecido dentro del presente asunto, encuentra la Corporación que hasta el momento el señor Norberto, como agente oficioso de Julián Andrés ha acudido ante el ICBF y la jurisdicción constitucional para conseguir que él sea trasladado a un centro de atención especializada para personas con enfermedades mentales. También se tiene que dentro del expediente no obra prueba suficiente de que ello sea necesario, puesto que más allá de las aseveraciones que hace la parte actora, frente a sus condiciones de vida y el informe médico que señala que el señor Óscar Julián padece de esquizofrenia, no hay nada que diga que él es un peligro para la comunidad o que no puede acudir de manera voluntaria al médico, porque de su historia clínica (fl. 10) se concluye todo lo contrario, y es que a pesar de su problema psiquiátrico, Óscar Julián ha acudido por su propia cuenta donde el especialista y accede, si así lo desea, a tomar los medicamentos que le son ordenados para el control de sus estados psicóticos e ideas delirantes. 

De allí que sea claro que lo pretendido por el agente oficioso del actor,  es que la Judicatura dé la orden para que él sea llevado, aun en contra de su voluntad, para ser valorado por un especialista en una institución mental a fin de obtener de esa manera el certificado médico reciente que requiere para la interposición de la demanda por interdicción.
Bajo esa perspectiva, no puede la Sala entrar a ordenarle a ninguna entidad estatal proceder a trasladar, por cualquier medio, a una persona que aunque tenga problemas mentales no está afectando a la comunidad, para que sea valorada por un médico y menos para que sea dejado internado en una institución mental; sin embargo se agregara un numeral a la decisión de primer nivel, instando a la Secretaría de Salud Municipal para que por intermedio de sus funcionarios y el personal idóneo para este tipo de casos, trate de persuadir o convencer al señor Morales para que voluntariamente acceda a ser trasladado a fin de ser valorado por el personal médico especialista en psiquiatría, sin que con ello se quiera indicar en momento alguno que deban llevarlo obligado, pues hacer tal cosa no solo excede la órbita de protección constitucional sino que también atenta con el libre desarrollo de la personalidad y el libre albedrio de los ciudadanos, quienes por más que padezcan de una enfermedad psiquiátrica, aún están en la capacidad de aceptar o no un tratamiento; y es ahí, cuando entra en juego el deber de solidaridad de la familia, quien es la primera llamada a brindarle apoyo y protección a su familiar enfermo, lo que incluye el tratar de suministrarle los medios necesarios y acompañarle para que sea valorado y tratado por los galenos.
Finalmente, en lo que tiene que ver con el agente oficioso, se revocará el numeral quinto de la decisión revisada puesto que él no tiene ningún tipo de obligación o deber directo con el señor Óscar Julián, como si lo tiene la familia. 
Así las cosas, esta Corporación habrá de mantener incólume el fallo de primera instancia. 

Por lo expuesto, la Sala Séptima de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto el 1 de agosto de 2016, por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes local, dentro de la acción de tutela interpuesta por el agente oficioso del señor ÓSCAR JULIÁN MORALES SÁNCHEZ, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.  
SEGUNDO: ADICIONAR un numeral al fallo revisado, INSTANDO  a la SECRETARÍA DE SALUD MUNICIPAL DE PEREIRA para que por intermedio del sus funcionarios y el personal idóneo para este tipo de casos, trate de persuadir o convencer al señor Morales a fin de que voluntariamente acceda a ser trasladado para ser valorado por el personal médico especialista en psiquiatría, de acuerdo a lo dicho en precedencia. 

TERCERO: REVOCAR el numeral quinto de la decisión de primera instancia, ya que como se explicó el señor Norberto Martínez León no tiene ningún tipo de responsabilidad directa con el titular de los derechos que agenciados, y por ende resulta desproporcionado imponerle ese tipo de cargas a él. 
CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
DUBERNEY GRISALES HERRERA

Magistrado

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
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Secretario
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